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Resumen 

La Distribución de Competencias Judiciales tanto en Ecuador como en Bolivia, constituye la manera 

en que las autoridades judiciales han de actuar en las distintas instancias, como cortes, 

tribunales y juzgados. Esta distribución se lleva a cabo considerando diversos factores, en el 

Ecuador se lo hace en razón de la persona, el territorio, la materia y el grado, y en Bolivia se 

realiza en razón de la materia y territorio. Siendo el objetivo del presente artículo analizar las 

competencias en materia jurisdiccional que rigen en los sistemas judiciales de Ecuador y Bolivia. Esta 

comparación de la distribución de competencias Judiciales entre estos dos países nos ha llevado a 

la conclusión de que en el Ecuador al considerar aspectos como el grado y la persona, logra una 

administración de justicia más equitativa y ajustada a las circunstancias específicas de cada caso y 

Bolivia podría mejorar su sistema adoptando un enfoque más integral y detallado, a fin de garantizar 

una asignación de competencias que refleje con precisión las leyes pertinentes en cada situación de 

controversia. La metodología que se utilizó para este estudio fue la cualitativa, por cuanto se ha 

utilizado bibliografía y doctrina de manera exploratoria. 
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Abstract 

The Distribution of Judicial Powers in both Ecuador and Bolivia constitutes the way in which judicial 

authorities must act in different instances, such as courts, tribunals and tribunals. This distribution is 

carried out considering various factors, in Ecuador it is done based on the person, the territory, the 

subject and the degree, and in Bolivia it is carried out based on the subject and territory. The objective 

of this article is to analyze the jurisdictional powers that govern the judicial systems of Ecuador and 

Bolivia. This comparison of the distribution of judicial powers between these two countries has led us 

https://orcid.org/0009-0003-6918-6157
mailto:estefaniamayorga@uti.edu.ec
https://orcid.org/0009-0000-1495-2633


 

  
  LATAM Revista Latinoamericana de Ciencias Sociales y Humanidades, Asunción, Paraguay.  

ISSN en línea: 2789-3855, marzo, 2024, Volumen V, Número 2 p 599. 

to the conclusion that in Ecuador, by considering aspects such as degree and person, it achieves a 

more equitable administration of justice adjusted to the specific circumstances of each case and 

Bolivia could improve its system by adopting a more comprehensive and detailed approach, to ensure 

an allocation of powers that accurately reflects the relevant laws in each dispute situation. The 

methodology used for this study was qualitative, since bibliography and doctrine were used in an 

exploratory manner. 

Keywords: Bolivia, judicial powers, distribution, Ecuador, laws 
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INTRODUCCIÓN 

La competencia jurisdiccional se refiere a la capacidad legal de un tribunal para abordar y resolver 

casos específicos, es decir, cada tribunal tiene límites definidos sobre los tipos de casos que puede 

manejar y las personas sobre las cuales puede tomar decisiones. Estos límites, establecidos por la ley, 

determinan la competencia del tribunal en aspectos como en razón de la materia, de la persona, del 

territorio, y del grado, emanados de cada legislación. La competencia jurisdiccional garantiza que cada 

caso se presente ante el tribunal apropiado, con la autoridad legal para tomar decisiones sobre ese 

caso en particular.  

La administración de justicia se erige como un pilar fundamental y esencial en cualquier sociedad que 

se rige por el Estado de Derecho. La correcta distribución de competencias judiciales es crucial para 

garantizar que los ciudadanos tengan acceso a un sistema judicial imparcial, eficiente y efectivo. En 

este contexto, América Latina se caracteriza por la diversidad de sus sistemas legales y la singularidad 

de sus estructuras judiciales, lo que crea un escenario propicio para el análisis comparativo de la 

distribución de competencias judiciales entre países como Ecuador y Bolivia. 

En Ecuador, la Constitución del Ecuador (2008) establece un sistema judicial con una clara división de 

poderes y competencias entre el poder judicial ordinario y la justicia indígena que al igual es de gran 

relevancia. Los tribunales ecuatorianos se especializan en áreas específicas, como lo penal, lo laboral 

y lo contencioso administrativo. Mientras tanto, en Bolivia, el sistema judicial está influenciado por la 

plurinacionalidad y la cosmovisión de las naciones y pueblos indígenas originarios, lo que ha llevado a 

la incorporación de sistemas de justicia comunitaria y jurisdicciones indígenas. En Ecuador, mediante 

el Código Orgánico de la Función Judicial, se establecen los mandatos sobre la competencia, donde 

manifiesta que los jueces y juezas tendrán la respectiva facultad de competencias en razón de las 

personas, del territorio, de la materia y de los grados. Por otra parte, en Bolivia, mediante el Código de 

Procedimiento Civil, se menciona que la competencia de las autoridades judiciales es en razón de 

materia y territorio. 

El problema jurídico de la Distribución de Competencias Judiciales en Ecuador y Bolivia que guía esta 

investigación es el siguiente: ¿Cómo difiere la distribución de competencias de los jueces en la 

normativa ecuatoriana en comparación con la normativa boliviana, y cuáles son los impactos de estas 

diferencias en la administración de justicia en ambos países? Este cuestionamiento es esencial para 

comprender las dinámicas judiciales y sus consecuencias en la aplicación efectiva del sistema legal 

en dos contextos nacionales distintos. A través de este análisis, se espera contribuir al conocimiento 

existente sobre la organización judicial en América Latina y proporcionar ideas valiosas para posibles 

reformas y mejoras en los sistemas judiciales de ambos países. 

El objetivo primordial de esta investigación consiste en llevar a cabo un análisis exhaustivo de las 

competencias en materia jurisdiccional que rigen en los sistemas judiciales de Ecuador y Bolivia. En 

este contexto, se pretende examinar detalladamente la normativa vigente en cada país, identificando 

las diferencias y similitudes en la distribución de competencias judiciales. Este análisis permitirá una 

comprensión más profunda de las bases jurídicas que regulan las funciones y responsabilidades de 

los jueces en ambas naciones. Al centrarnos en la comparación entre la normativa ecuatoriana y 

boliviana, se busca discernir las particularidades que caracterizan cada sistema, destacando los 

aspectos clave que influyen en la administración de justicia en ambos países en cuanto a la 

competencia.  

DESARROLLO 

La competencia en el contexto judicial ecuatoriano se destaca como una facultad del juez para validar 

ciertos asuntos, delimitando su actuación con respecto a otros órganos jurisdiccionales. Desde una 
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perspectiva procesal, se subraya que la competencia es una cuestión esencial en el ámbito judicial. 

Este concepto se consolida tanto en la Constitución de la República del Ecuador como en todo proceso 

judicial, donde se determinan derechos y obligaciones, asegurando así el debido proceso. Asimismo, 

se enfatiza el derecho a ser juzgado por un juez independiente e imparcial que posea la competencia 

adecuada. La importancia de respetar el debido proceso no radica únicamente en ser juzgado por 

cualquier juez, sino en la necesidad imperante de contar con un administrador de justicia plenamente 

competente para conocer y resolver las demandas presentadas. La consagración de este principio en 

la legislación ecuatoriana resalta su vital papel en la garantía de un sistema judicial equitativo y 

efectivo. 

La competencia judicial se configura como una cualidad esencial que otorga legitimidad a un órgano 

específico dentro del sistema judicial, facultando para abordar y resolver un asunto concreto. Este 

atributo se caracteriza por su capacidad de exclusión, ya que, al ser conferida a un órgano judicial en 

particular, implica que los demás órganos judiciales de la misma rama de jurisdicción quedan excluidos 

de conocer dicho asunto. Esta noción de competencia refleja la importancia de establecer límites y 

delimitaciones precisas dentro del sistema judicial. 

Al conferir la competencia a un órgano específico, se busca garantizar una distribución ordenada de 

responsabilidades, evitando conflictos y asegurando una administración de justicia eficiente y 

especializada. Se destaca que la competencia no solo se trata de la capacidad de un órgano judicial 

para conocer un asunto, sino que también implica la exclusión de otros órganos judiciales que 

comparten la misma jurisdicción. (Orellana, 2020). Es decir, constituye una asignación a cada órgano 

judicial de la responsabilidad sobre asuntos específicos de acuerdo con su competencia legal. Este 

enfoque sistemático de la competencia judicial contribuye a la coherencia y eficacia del sistema 

judicial, al tiempo que promueve la especialización de los órganos judiciales. La delimitación clara de 

competencias no solo fortalece la legitimidad de las decisiones judiciales, sino que también 

proporciona una base sólida para la prevención de conflictos y la garantía de una administración de 

justicia equitativa. 

La competencia es esencial y fundamental dentro de un proceso, considerándose como un requisito 

previo necesario para que un tribunal o juez pueda conocer válidamente de asuntos legales. Todos los 

jueces ejercen jurisdicción, pero cada uno tiene limitaciones en el momento de ejercer su función, las 

cuales la ley les otorga. Por lo tanto, la competencia se define como la aptitud legal para ejercer dicha 

función en relación con un asunto específico. 

La importancia de la competencia radica en su papel fundamental para asegurar la validez y legalidad 

de las actuaciones judiciales. La competencia del tribunal o juez no solo implica la mera facultad de 

ejercer jurisdicción, sino que también establece los límites precisos de su autoridad en relación con 

asuntos específicos. (Orellana, 2020). Esta delimitación legal garantiza no solo la legalidad de los 

procedimientos judiciales, sino también la protección de los derechos de las partes involucradas en el 

proceso. 

Así, la competencia se erige como un principio rector en la administración de justicia, proporcionando 

un marco legal que asegura la distribución equitativa de responsabilidades entre los distintos 

tribunales y jueces. La comprensión precisa y la aplicación rigurosa de la competencia son cruciales 

para mantener la integridad y eficacia del sistema judicial, contribuyendo a la confianza pública en la 

imparcialidad y equidad de las decisiones judiciales. 

La competencia puede conceptualizarse como el conjunto de procedimientos en los cuales un tribunal 

puede ejercer su jurisdicción de acuerdo con lo establecido por la ley. Desde una perspectiva 

estrictamente subjetiva, la competencia se entiende como la facultad que posee un órgano 

jurisdiccional para abordar y resolver un asunto específico, otorgándole preferencia sobre otros 
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órganos judiciales. Desde un punto de vista objetivo, la competencia de un órgano judicial abarca el 

conjunto de asuntos que la ley le asigna prioridad en comparación con otros juzgados y tribunales. 

Este enfoque no solo destaca la capacidad de actuación de un tribunal en un asunto concreto, sino 

también la delimitación objetiva de los asuntos que le son asignados por la ley, estableciendo así una 

clara jerarquía dentro del sistema judicial.  

La importancia de la competencia en la administración de justicia radica en su capacidad para asegurar 

la eficiencia y especialización de los tribunales. La clara definición de competencias evita conflictos 

de jurisdicción y garantiza que cada órgano judicial se enfoque en los asuntos específicos para los 

cuales ha sido designado. Esto no solo fortalece la legitimidad de las decisiones judiciales, sino que 

también contribuye a la coherencia y equidad en la aplicación de la ley. (Orellana, 2020). 

La competencia se define como la aptitud legal para ejercer jurisdicción en casos específicos. Se 

destaca que esta competencia otorga al juzgador el reconocimiento legal necesario para llevar a cabo 

sus funciones en relación con categorías específicas de asuntos o durante etapas particulares de un 

juicio. Este reconocimiento legal implica que el juzgador tiene la autoridad y la capacidad requeridas 

para abordar y resolver cuestiones legales dentro de un marco específico.  

Además, se sugiere que la ley confiere esta competencia con el propósito de permitir que el sistema 

judicial funcione de manera efectiva y eficiente, asignando responsabilidades judiciales de manera 

adecuada. La competencia, entendida como una herramienta legal, desempeña un papel crucial en la 

administración de justicia al asegurar que los jueces están facultados para tratar casos específicos y 

tomar decisiones fundamentadas.  

Esta asignación de competencias no solo es un reconocimiento de la autoridad del juzgador, sino 

también una medida destinada a garantizar la eficacia del sistema judicial. Al otorgar competencia de 

manera específica, la ley busca una distribución eficiente de las responsabilidades judiciales, 

contribuyendo así a un funcionamiento adecuado y coherente del sistema judicial en su conjunto. En 

este contexto, la competencia se erige como un componente esencial para el correcto ejercicio de la 

jurisdicción y para la consecución de los objetivos fundamentales del sistema judicial. (Naranjo, 2017) 

La estructura de la Función Judicial está compuesta por órganos jurisdiccionales, órganos 

administrativos, órganos auxiliares y los órganos autónomos. El Código Orgánico de la Función Judicial 

establece que la competencia constituye una medida o distribución de la autoridad judicial entre 

distintas instancias, como cortes, tribunales y juzgados. Esta distribución se lleva a cabo considerando 

diversos factores, tales como la razón de la persona, el territorio, la materia y el grado. Tanto el Código 

Orgánico General de Procesos como el Código Orgánico de la Función Judicial abordan la competencia 

desde un enfoque similar. En este contexto, la competencia se refiere al ámbito en el cual el juez o 

tribunal tiene la facultad de conocer de un asunto litigioso y, consecuentemente, actuar como 

administrador de justicia. 

Esta perspectiva legal busca establecer límites claros y específicos para cada órgano judicial, 

asegurando así una distribución equitativa de responsabilidades y evitando conflictos de jurisdicción. 

La competencia, según estos códigos, no solo se limita a la autoridad de conocer un caso particular, 

sino que también implica la responsabilidad de administrar justicia de manera imparcial y eficiente. La 

consideración de factores como la persona, el territorio, la materia y el grado destaca la necesidad de 

adaptar la competencia a las circunstancias específicas de cada situación, promoviendo así una 

administración de justicia más especializada y ajustada a las demandas del caso concreto. 

Por ejemplo, en lo que respecta a la administración de justicia indígena para Salazar & Mayorga (2023) 

manifiestan que se presentan desafíos en la delimitación de competencias entre comunidades 

indígenas y mestizas. A pesar de las modificaciones ocurridas a lo largo de los años, tanto en el ámbito 
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jurídico como constitucional, es imperativo señalar que la sociedad aún no ha alcanzado el grado de 

conocimiento necesario para comprender cabalmente la dinámica de coexistir en una sociedad 

pluricultural y un Estado plurinacional. 

Es fundamental destacar que la noción de competencia judicial es un pilar central en la estructura del 

sistema legal, ya que determina la jurisdicción específica de un juez o tribunal para abordar casos 

particulares. El Código Orgánico General de Procesos establece las bases generales que rigen la 

competencia, proporcionando el marco normativo dentro del cual se desenvuelve el ejercicio 

jurisdiccional. La competencia es esencial para garantizar un sistema judicial eficiente y equitativo. Es 

decir, la claridad en la definición de competencias contribuye a evitar conflictos de jurisdicción y a 

asegurar una distribución adecuada de responsabilidades entre los distintos actores del sistema 

judicial, es decir, los jueces. 

Este enfoque sistemático de la competencia no solo fortalece la legitimidad de las decisiones 

judiciales, sino que también promueve la coherencia y eficacia en la administración de justicia. La 

capacidad de cada juez o tribunal para abordar casos específicos dentro de su jurisdicción asignada 

garantiza no solo la especialización, sino también la equidad en el tratamiento de las distintas 

situaciones legales que se presentan ante el sistema judicial. La competencia, por lo tanto, se erige 

como un elemento crucial para mantener la integridad y la efectividad del sistema legal en su conjunto. 

La atribución legítima a un juez u otra autoridad para abordar y resolver un asunto específico se conoce 

como competencia. Según la conceptualización de Couture, esta se presenta como una medida de 

jurisdicción asignada a un órgano del Poder Judicial. Su finalidad es la determinación general de los 

asuntos en los cuales dicho órgano está llamado a intervenir, basándose en consideraciones 

relacionadas con la materia, la cantidad y el lugar del conflicto. 

Las denominadas cuestiones de competencia surgen cuando dos o más órganos judiciales sostienen 

la creencia de que les corresponde conocer de un asunto específico. Este escenario genera un conflicto 

jurisdiccional, donde la necesidad de clarificar y asignar la competencia adecuada se convierte en un 

elemento crucial para la eficacia del sistema judicial. Además, es importante destacar que la 

competencia judicial no solo implica la facultad para resolver casos, sino que también abarca la 

delimitación clara de las áreas de actuación de cada órgano judicial. Este enfoque sistemático de la 

competencia contribuye a prevenir conflictos innecesarios y garantiza una distribución ordenada de 

responsabilidades entre los distintos órganos judiciales. La delimitación clara de competencias no solo 

es esencial para la eficiencia del sistema, sino que también fortalece la legitimidad y la coherencia en 

la toma de decisiones judiciales.  (Ossorio, 2004). 

La distribución de competencias judiciales en Ecuador, regulada por el Código Orgánico de la Función 

Judicial, se estructura considerando diversos criterios como la persona, el territorio, la materia y los 

grados. Cada una de estas competencias posee aspectos fundamentales e influyentes. En el ámbito 

de la competencia por materia, también denominada competencia por litigio según la rama del derecho, 

el juez conoce un proceso específico en función de la materia, que puede abarcar áreas como Civil, 

Familia Mujer Niñez y Adolescencia, Penal, Contencioso Administrativo y Constitucional. Esto implica 

que los jueces deben manejar procesos particulares basados en la especialización o rama 

determinada, y que la distribución de los litigios o demandas se llevará a cabo de acuerdo con las 

competencias mencionadas. Es esencial destacar que esta distribución asegura una adecuada 

atención y tratamiento de los casos, garantizando así la eficiencia y especialización en la 

administración de justicia. 

La importancia de distribuir las causas judiciales de acuerdo con la materia juzgable, como civil, penal, 

laboral, tránsito, entre otras, radica en la eficiencia del trabajo judicial y la consecuente especialización 

de los tribunales en áreas específicas. El objetivo principal de esta práctica es optimizar la gestión 
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judicial, mediante la asignación de casos a jueces y tribunales especializados en un ámbito particular 

del derecho. La clasificación de las causas según la materia facilita la organización efectiva del sistema 

judicial. Esta especialización tiene un impacto significativo en el manejo de los casos, ya que permite 

a los jueces adquirir un conocimiento profundo y específico en su área designada. Este enfoque 

contribuye a una administración de justicia más precisa y eficiente, dado que los magistrados pueden 

aplicar su experiencia especializada para abordar cuestiones legales específicas. La asignación de 

casos a jueces con conocimientos especializados minimiza el riesgo de interpretaciones erróneas o 

decisiones poco fundamentadas. (Naranjo, 2017) 

En la competencia en razón del grado, dentro del contexto de la estructura jerárquica de la Función 

Judicial, se evidencia la existencia de una competencia específica que asigna responsabilidades a los 

magistrados. Esta competencia se centra en la capacidad para abordar, conocer, ejercer y resolver 

litigios de acuerdo con las normativas legales vigentes. Como resultado de esta organización 

jerárquica, los litigios pueden ser conocidos por jueces de primera instancia que están en todas las 

unidades y juzgados, por otra parte, la segunda instancia, específicamente es la corte provincial, 

quienes desempeñan funciones en salas especializadas, tales como las de lo Civil y Mercantil, Niñez y 

Adolescencia, Laboral, Administrativo y Tributario. 

Es crucial destacar que, a nivel nacional, se instituye una instancia adicional de revisión o casación. En 

este escenario, las diversas salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia asumen la 

responsabilidad de revisar diferentes tipos de casos cuando se interpone un recurso de acuerdo con 

las disposiciones legales aplicables. (Naranjo, 2017) 

Este proceso garantiza una revisión exhaustiva de las decisiones judiciales y contribuye a la coherencia 

y uniformidad en la interpretación y aplicación de la ley en todo el sistema judicial. Es decir, el juez 

competente conocerá la causa en función del grado. Este diseño estructurado de la competencia por 

grado asegura no solo una distribución eficiente de las responsabilidades judiciales, sino también una 

salvaguardia de los principios fundamentales de justicia, proporcionando una base sólida para la toma 

de decisiones en todas las instancias judiciales involucradas. 

La fundamentación de la jurisdicción en razón de la persona se sustenta en la condición de las partes 

involucradas en un litigio, determinando así el fuero correspondiente. A modo de ejemplo, ciertos 

funcionarios deben enfrentar demandas ante las Cortes Provinciales o la Corte Nacional de Justicia. 

Del mismo modo, en casos que involucren a menores de edad, es necesario recurrir a tribunales 

especializados en lugar de seguir la vía ordinaria. De manera análoga, cuando se presentan demandas 

contra el Estado, la Constitución de la República del Ecuador y las leyes establecen la instancia 

competente. (Naranjo, 2017) 

Este enfoque garantiza una distribución efectiva de los casos judiciales, asegurando que los litigios se 

ventilen en el ámbito más apropiado según la naturaleza de las partes involucradas. Además, esta 

fundamentación respeta los principios de especialización y protección de los derechos de grupos 

específicos, como los menores de edad. En consecuencia, se promueve la eficiencia y la equidad en la 

administración de justicia, respetando las disposiciones legales que rigen la jurisdicción en razón de la 

persona. 

Por consiguiente, se postula que, en lo que respecta a la jurisdicción territorial, se puede determinar la 

ubicación del objeto de la pretensión con relación al domicilio del demandado. Se argumenta que esta 

práctica salvaguarda los intereses del demandado al evitar la jurisdicción, previniendo así gastos y 

molestias innecesarios, así como una posible indefensión indirecta. En este contexto, se busca impedir 

que el demandado se vea compelido a litigar o defender sus intereses en un territorio distante de su 

lugar de domicilio o residencia habitual. 
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Este enfoque se refleja en las disposiciones tanto del Código Orgánico General de Procesos como en 

el Código Orgánico de la Función Judicial, los cuales establecen lo siguiente en sus respectivos 

artículos sobre competencia territorial: Por regla general, será competente, en razón del territorio y 

conforme con la especialización respectiva, la o el juzgador del lugar donde tenga su domicilio la 

persona demandada. Esta orientación normativa busca, en última instancia, promover una distribución 

equitativa de la carga procesal y garantizar que las partes involucradas tengan acceso a un proceso 

justo y eficiente. El reconocimiento del principio de competencia territorial responde, por ende, a la 

necesidad de conciliar los intereses de las partes y preservar la equidad en el ejercicio de la jurisdicción. 

(COGEP, 2023). 

La base de la competencia en razón territorial, también conocida como jurisdicción territorial, se centra 

en considerar el domicilio del individuo o litigante demandado, así como en la existencia de una 

competencia territorial vinculada a la delimitación territorial, atribuida a la actividad de cada órgano 

jurisdiccional. En otras palabras, la competencia territorial se refiere a las atribuciones otorgadas a los 

órganos judiciales en relación con el espacio en el cual pueden ejercer o defender los derechos de las 

partes. 

Este enfoque destaca la importancia de la ubicación geográfica como un factor determinante en la 

distribución de competencias judiciales, asegurando un ejercicio eficaz de los derechos de las partes 

involucradas. También busca garantizar que la jurisdicción se ejerza de manera justa y eficiente, 

reconociendo la relevancia de la geografía en el proceso judicial. Así, se persigue equilibrar la carga 

procesal y asegurar que las partes tengan acceso a un sistema judicial que considere las 

particularidades territoriales en la administración de justicia. (Sáez, 2012). 

En Bolivia, la Ley del Órgano Judicial (2010) conceptualiza la competencia como la facultad conferida 

a diversas autoridades, entre las que se cuentan magistrados, vocales, jueces y autoridades indígenas 

originarias campesinas, para ejercer la jurisdicción en situaciones específicas en Bolivia. Esta 

caracterización subraya la diversidad y pluralidad inherentes al sistema judicial boliviano, reconociendo 

la coexistencia de diversas tradiciones y sistemas jurídicos.  

La incorporación de autoridades indígenas originarias campesinas resalta la atención particular 

prestada a la justicia comunitaria en el contexto plurinacional de Bolivia. Este enfoque refleja el respeto 

a la diversidad cultural y la valoración de los sistemas judiciales propios de las comunidades indígenas. 

La competencia se define como la atribución de responsabilidades a un individuo, también entendida 

como la extensión en la que se distribuye la jurisdicción entre diversas autoridades judiciales. 

Asimismo, puede conceptualizarse como la facultad que posee un funcionario público para administrar 

justicia en un caso específico. La competencia, considerada como el límite de la jurisdicción, constituye 

la manera en que se distribuye esta autoridad entre las diferentes instancias judiciales. En este sentido, 

se entiende que la competencia representa la porción del poder jurisdiccional que cada juez o 

magistrado posee, siendo esta la medida de la jurisdicción. Por lo tanto, la competencia implica la 

capacidad legal para ejercer jurisdicción en un proceso concreto y específico, delimitando así el ámbito 

en el cual cada autoridad puede actuar (Artavia & Picado, 2016). 

En la legislación boliviana, específicamente en el Código Procesal Civil, se establece la regla general 

de que todo proceso consta de dos instancias, a menos que una ley específica disponga lo contrario. 

Esta disposición permite que ciertos casos se tramitan en única instancia. En otras palabras, la 

presencia de dos instancias en la mayoría de los procesos judiciales subraya la importancia de la 

revisión y la apelación, proporcionando así una salvaguarda adicional para garantizar la equidad y 

corrección en las decisiones judiciales. Por otro lado, la posibilidad de un proceso en única instancia 

implica que determinados casos pueden resolverse de manera más expedita y eficiente, evitando 

demoras innecesarias en situaciones donde la revisión adicional puede no ser indispensable. 
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Dentro de la estructura organizativa del sistema judicial boliviano, se identifican dos elementos 

fundamentales que inciden en la determinación de la competencia de la autoridad judicial: la razón de 

materia y el territorio. La competencia por razón de materia implica que la autoridad judicial tiene la 

facultad de conocer casos específicos en función de la naturaleza del asunto, asegurando así que los 

jueces posean la experiencia y conocimientos necesarios para abordar situaciones particulares de 

manera adecuada. Por otro lado, la competencia territorial establece la jurisdicción geográfica de la 

autoridad judicial, delimitando el ámbito geográfico sobre el cual tiene poder para resolver 

controversias legales. Esta dualidad en la determinación de la competencia busca garantizar que los 

tribunales sean asignados de manera justa y adecuada, considerando tanto la naturaleza del caso 

como su ubicación geográfica. 

Se pueden destacar similitudes significativas en las razones fundamentales de la distribución de 

competencias judiciales entre Ecuador y Bolivia, concentrándose principalmente en dos aspectos 

clave: la materia y el territorio. En el caso ecuatoriano, la competencia judicial se determina 

considerando la persona, territorio, grado y materia, mientras que en Bolivia se enfoca primordialmente 

en la materia y el territorio. La similitud más relevante se encuentra específicamente en relación con la 

materia y el territorio. Ambos países comparten la práctica de distribuir la competencia judicial 

basándose en la naturaleza del caso (materia) y en la ubicación geográfica (territorio). Este enfoque 

compartido podría reflejar la importancia que ambos países asignan a estos dos elementos al 

establecer la jurisdicción legal. Cabe destacar que, a pesar de las demás diferencias existentes, la 

convergencia en materia y territorio sugiere una cierta armonización en estas razones entre Ecuador y 

Bolivia. 

Se pueden identificar diferencias sustanciales en la normativa de Ecuador y Bolivia en relación con la 

distribución de competencias, y es crucial comprender cómo estas disparidades pueden incidir en la 

administración de justicia. En el caso boliviano, la asignación de competencias se fundamenta en dos 

aspectos esenciales de diferenciación: en la persona y grado. Esta dualidad señala que la jurisdicción 

se determina principalmente en función de la naturaleza del caso y la ubicación geográfica. En 

contraste, la legislación ecuatoriana establece una distribución de competencias más amplia, 

contemplando la materia, el grado, la persona y el territorio. Esto implica que, además de considerar la 

naturaleza del caso y la ubicación geográfica, también se toman en cuenta aspectos como la jerarquía 

judicial, grado, y las partes involucradas, persona. 

Se destaca una diferencia crucial, ya que Bolivia no contempla la distribución de competencias en 

función del grado y la persona, a diferencia de Ecuador. Esto implica que, en Bolivia, la jerarquía judicial 

y las características personales de los involucrados no inciden en la determinación de la competencia 

judicial, a diferencia de lo que ocurre en Ecuador. Estas disparidades pueden tener consecuencias 

significativas en la administración de justicia.  

Por ejemplo, en Ecuador, la consideración de factores adicionales como el grado y la persona puede 

resultar en una mayor especialización y adaptabilidad en la asignación de casos. En contraste, en 

Bolivia, al centrarse principalmente en la materia y el territorio, la distribución de competencias puede 

ser más específica y directa, pero posiblemente menos flexible. Las diferencias normativas en la 

distribución de competencias entre Ecuador y Bolivia, especialmente en términos de los factores 

considerados, pueden incidir en la manera en que se administra la justicia en ambos países, afectando 

la especialización, la adaptabilidad y la eficiencia del sistema judicial. 

Las discrepancias en la distribución de competencias entre Ecuador y Bolivia ejercen un impacto 

significativo en la eficiencia de los sistemas judiciales de ambas naciones. Estas disparidades inciden 

en diversos aspectos cruciales para el funcionamiento eficaz del sistema legal. En el contexto 

ecuatoriano, donde la distribución de competencia toma en consideración factores adicionales como 

el grado y la persona, se evidencia una mayor especialización y adaptabilidad en la asignación de 
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casos. La inclusión de estos elementos posibilita una atención más precisa y personalizada a las 

características específicas de cada situación legal. Esta perspectiva se traduce en una eficiencia 

superior en la resolución de casos, ya que se aprovechan de manera óptima los conocimientos 

especializados de los jueces y se consideran las particularidades individuales de las partes 

involucradas. 

Este enfoque ecuatoriano, centrado en criterios más detallados y contextualizados, contrasta con la 

situación boliviana, donde la distribución de competencias puede carecer de una diferenciación tan 

refinada. En Bolivia, la asignación de competencias puede no estar tan estrechamente vinculada a 

factores específicos, lo que podría afectar la capacidad del sistema judicial para abordar casos de 

manera altamente especializada. La consideración de elementos como el grado y la persona en la 

distribución de competencias en Ecuador constituye un modelo que podría ofrecer lecciones valiosas 

para mejorar la eficiencia judicial en Bolivia. La implementación de criterios más detallados en la 

asignación de casos podría resultar en una distribución más equitativa y ajustada a las particularidades 

de cada situación, lo que potencialmente redundaría en una mejora general en la eficiencia del sistema 

judicial boliviano. 

Es importante señalar que las diferencias normativas entre Ecuador y Bolivia pueden repercutir en la 

consistencia en la aplicación de la ley y en la equidad en el acceso a la justicia. Mientras que en Ecuador 

se busca una mayor adaptabilidad en la distribución de competencias, en Bolivia, la rigidez podría 

resultar en una aplicación más uniforme de las normas, aunque posiblemente menos adecuada a las 

particularidades de ciertos casos. Este enfoque más estructurado en Bolivia, centrado en la materia y 

el territorio, podría contribuir a una aplicación más predecible y uniforme de las competencias 

judiciales. Sin embargo, es crucial reconocer que esta uniformidad podría no ser siempre la respuesta 

más idónea, especialmente en contextos legales complejos o casos que requieran una consideración 

más detallada de los factores involucrados. 

Las disparidades en la distribución de competencias entre Ecuador y Bolivia son notables. Estas 

diferencias, en lo que respecta a la asignación de competencias, resultan esenciales para comprender 

de qué manera estas discrepancias pueden afectar la administración de justicia. En el contexto 

boliviano, la asignación de competencias se fundamenta en dos elementos fundamentales: la materia 

y el territorio. Esta dualidad indica que la jurisdicción se determina principalmente según la naturaleza 

del caso y la ubicación geográfica. En contraste, la legislación ecuatoriana establece una distribución 

de competencias más abarcadora, que incluye la materia, el grado, la persona y el territorio. 

Esto implica que, además de considerar la naturaleza del caso y la ubicación geográfica, también se 

tienen en cuenta aspectos como la jerarquía judicial que viene a ser el grado y las partes involucradas 

que sería en razón de persona. Este enfoque amplio y detallado en la legislación ecuatoriana permite 

una mayor adaptabilidad y consideración de múltiples factores al determinar la jurisdicción. Sin 

embargo, es crucial examinar cómo estas diferencias pueden impactar la administración de justicia en 

ambos países. 

Es necesario evaluar si la legislación boliviana, al enfocarse en la materia y el territorio, logra una 

eficiencia y equidad similares a pesar de su enfoque más específico. La comprensión de las 

disparidades en la distribución de competencias entre Ecuador y Bolivia es esencial para evaluar el 

funcionamiento de sus respectivos sistemas de administración de justicia. Permite identificar áreas de 

mejora y sugerir posibles ajustes legislativos que puedan contribuir a una mayor eficacia y equidad en 

la administración de justicia. 

Una vez verificadas las diferencias en el acceso a la justicia para los ciudadanos entre Bolivia y Ecuador, 

se sugiere que Bolivia debería considerar adoptar el modelo de distribución de competencias judiciales 

que rige en la legislación ecuatoriana. En la legislación boliviana, la ausencia de consideraciones 
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respecto a la razón de persona y grado representa una carencia notable, ya que ambas distribuciones 

son fundamentales y esenciales para resolver casos en controversia. La distribución basada en el 

grado es de particular importancia, ya que se centra en la capacidad de los órganos judiciales para 

abordar, conocer, ejercer y resolver litigios de acuerdo con las normativas legales vigentes. 

Esto implica que los litigios pueden ser conocidos por jueces de primera instancia y segunda instancia, 

dependiendo de la complejidad y naturaleza del caso. Esta competencia esencial es fundamental para 

impartir justicia de manera efectiva a las partes involucradas. En cuanto a la razón de la persona, se 

sustenta en la condición de las partes involucradas en un litigio, determinando así el fuero 

correspondiente. Bolivia, por lo tanto, podría beneficiarse al adoptar la figura de la legislación 

ecuatoriana en el ámbito de la distribución de competencias judiciales. 

Esto permitiría emanar una justicia equitativa y justa, contando con expertos conocedores en la materia 

de controversia y aplicando criterios como el grado y la persona. Ecuador, por su parte, destaca por su 

enfoque completo con cuatro distribuciones esenciales y fundamentales de competencias judiciales: 

materia, persona, grado y territorio. Este enfoque integral garantiza que los casos sean conocidos 

tomando en cuenta estas cuatro razones fundamentales, asegurando una administración de justicia 

justa y conforme a las leyes pertinentes en cada situación de controversia. 

DISCUSIÓN 

La competencia, definida como la autoridad que otorga a jueces y tribunales la capacidad de abordar 

casos en disputa, se presenta como un pilar esencial en la administración de justicia. Este concepto 

sirve como mecanismo crucial para delimitar las responsabilidades de los órganos judiciales, 

asegurando un ejercicio adecuado de la jurisdicción. La importancia de la competencia se subraya al 

describirla como un elemento fundamental en los sistemas judiciales de ambos países. Actúa como 

un mecanismo esencial que organiza la distribución de responsabilidades entre los órganos judiciales, 

asegurando así un ejercicio adecuado de la jurisdicción. La competencia como un mecanismo esencial 

para el funcionamiento adecuado del sistema judicial, su papel fundamental es organizativa que 

garantiza la correcta asignación de casos a los jueces y tribunales pertinentes, contribuyendo así a la 

eficiencia y efectividad del sistema. 

Los sistemas judiciales de Ecuador y Bolivia, destacando similitudes y diferencias en la consideración 

de factores para la distribución de competencias. Ambos países comparten la consideración de la 

materia y el territorio en la asignación de competencias, indicando una convergencia en el 

reconocimiento de estos elementos como relevantes para el sistema judicial. No obstante, se resaltan 

divergencias significativas. Ecuador amplía el espectro al incluir factores adicionales como el grado y 

la persona. Este enfoque más abarcador sugiere una distribución más especializada y adaptable a las 

circunstancias específicas de cada caso, promoviendo una administración de justicia más precisa. En 

contraste, Bolivia se concentra principalmente en la materia y el territorio, dejando de lado 

consideraciones sobre el grado y la persona. Esta focalización puede resultar en una asignación menos 

flexible de competencias, lo que podría afectar la capacidad del sistema judicial para adaptarse a las 

particularidades de casos específicos. 

 

CONCLUSIÓN 

La distribución de competencias y el acceso a la justicia, enfocándose en las diferencias entre Ecuador 

y Bolivia. Se destaca que la consideración de aspectos como el grado y la persona en la distribución 

de competencias en Ecuador contribuye a una administración de justicia más equitativa y adaptada a 
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circunstancias específicas. En este contexto, se reconoce la importancia de un sistema equitativo para 

garantizar un acceso efectivo a la justicia para los ciudadanos.  

En contraste, se plantea que Bolivia podría mejorar su sistema adoptando un enfoque más integral y 

detallado, similar al de Ecuador. Esta recomendación implica que, al considerar factores más allá de la 

materia y el territorio, Bolivia podría lograr una asignación de competencias más precisa y alineada con 

las leyes pertinentes en situaciones de controversia. La sugerencia de ajustar el sistema boliviano se 

presenta como una medida que contribuiría a un acceso más justo y eficiente a la justicia en Bolivia.  

Este vínculo entre la mejora en la asignación de competencias y la capacidad del sistema judicial para 

ofrecer un acceso más equitativo y eficaz destaca la importancia de una distribución de competencias 

que refleje con precisión las leyes en contextos de controversia. La legislación Bolivia debería mejorar 

su sistema adoptando un enfoque más integral y detallado, similar al ecuatoriano, para garantizar una 

asignación de competencias que refleje con precisión las leyes pertinentes en cada situación de 

controversia. Este ajuste contribuiría a un acceso más justo y eficiente a la justicia en el contexto 

boliviano. 
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